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RICO  

 

Recurrido 
 

v. 
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GONZÁLEZ  
 

Peticionario 

 
 
 

 
 
 KLCE201801333 

 
 

Certiorari  
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 
Humacao 
 

Sobre:  
Infr. al Art. 93 C.P.; 

Infr. a los Arts. 5.04 
y 5.15 L.A.  
 

Caso Número: 
HSCR20170096 al 

100 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Colom García, la Jueza 

Domínguez Irizarry y la Jueza Soroeta Kodesh 
 

Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico a 28 de septiembre de 2018.  

El peticionario, señor Kelvin Collazo González, comparece 

ante nos para que dejemos sin efecto la determinación emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Humacao, el 20 de agosto 

de 2018, notificada 23 de agosto de 2018.  Mediante la misma, el 

foro primario declaró No Ha Lugar una Moción sobre Supresión de 

Evidencia promovida por el peticionario dentro de un caso criminal 

proseguido en su contra, por infracción al Artículo 93 del Código 

Penal, 33 LPRA sec. 5142, y a los Artículos 5.04, y 5.15 de la Ley de 

Armas de 2000, Ley 404-2000, 25 LPRA, secs. 458c y 458n.  El 

peticionario también solicitó la paralización de los procedimientos 

en auxilio de nuestra jurisdicción.   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega la expedición del auto solicitado y se declara No Ha Lugar la 

Moción en Auxilio de Jurisdicción. 

I 
 

Por hechos ocurridos el 9 de noviembre de 2016, se radicaron 

las denuncias de epígrafe en contra del aquí peticionario. Tras 
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acontecidos los trámites de rigor, el 29 de junio de 2017, este 

presentó una Moción sobre Supresión de Evidencia en la que 

impugnó la legalidad de su arresto, bajo el argumento de ausencia 

de orden judicial a los efectos, así como, también de motivos 

fundados. 

Durante los días 13 de marzo y 3 y 11 de mayo de 2018, se 

llevó a cabo la correspondiente vista de supresión de evidencia.  

Luego de entender sobre la prueba sometida a su consideración, el 

20 de agosto de 2018, con notificación del 23 del mismo mes y año, 

el Tribunal de Primera Instancia emitió la Resolución aquí recurrida.  

En virtud de la misma, denegó el requerimiento del peticionario, al 

afirmar que los agentes destacados en el caso corroboraron los datos 

que le fueron ofrecidos como parte de la investigación pertinente.  

De este modo, el tribunal resolvió que se establecieron los motivos 

fundados para legitimar su arresto al amparo de lo dispuesto en la 

Regla 11 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 11. 

El 24 de septiembre de 2018, último de día del término para 

acudir en alzada, el peticionario compareció ante nos mediante el 

presente recurso de certiorari.  En el mismo formuló los siguientes 

planteamientos: 

Erró el TPI al declarar No Ha Lugar la solicitud de 
supresión de evidencia basada en que la confesión fue 
producto de un arresto ilegal sin orden judicial y 

ausentes motivos fundados. 
 

Erró el TPI al declarar No Ha Lugar la solicitud de 
supresión de evidencia a pesar de que las advertencias 
legales alegadamente hechas no cumplen con los 

requisitos legales requeridos.  
 

 El peticionario acompañó su recurso con una Moción en 

Auxilio de Jurisdicción.  En virtud de la misma, expresó que el inicio 

del juicio en su fondo está señalado para el próximo lunes 1 de 

octubre de 2018, por lo que solicitó que decretáramos su 

paralización, hasta tanto se dilucidaran los méritos de su recurso.  

El peticionario no acompañó el presente recurso con copia de la 
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Moción sobre Supresión de Evidencia impugnada, ni con cierta 

documentación pertinente al efectivo ejercicio de nuestras 

facultades de revisión. En consecuencia, mediante Resolución del 25 

de septiembre de 2018, le extendimos un plazo de veinticuatro (24) 

horas para, entre otros asuntos, formalizar adecuadamente su 

petición, todo a los efectos de que pudiéramos adjudicar la misma.   

 El 26 de septiembre de 2018, el peticionario sometió a nuestra 

consideración una Moción en Cumplimiento de Orden.  Junto con el 

referido pliego, acompañó la Moción sobre Supresión de Evidencia 

solicitada, la cual consta de una página y media.  En ella planteó 

que fue ilegalmente arrestado, razón por la cual afirmó que todo lo 

acontecido con posterioridad a dicha incidencia era inadmisible en 

evidencia.   

 En virtud de lo antes expuesto, procedemos a disponer del 

asunto que nos ocupa.  

II 

Mediante la presentación de un recurso de certiorari se 

pretende la revisión de asuntos interlocutorios, que han sido 

dispuestos por el foro de instancia en el transcurso y manejo del 

caso.  Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto 

planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo.  Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 

165 DPR 324, 334 (2005). 

No obstante, esta discreción no se ejerce en el vacío.  La Regla 

40 del Reglamento de este Tribunal establece los criterios que 

debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional.  Estos son: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.  
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B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 

4 LPRA Ap. XXII-B R. 40. 

 

Los tribunales apelativos no “[…] deben intervenir con 

determinaciones emitidas por el foro primario y sustituir el criterio 

utilizado por dicho foro en el ejercicio de su discreción, salvo que se 

pruebe que dicho foro actuó con prejuicio o parcialidad, incurrió en 

craso abuso de discreción, o que incurrió en error manifiesto”.  

Citibank et al v. ACBI et al., Res. 29 de junio de 2018, 2018 TSPR 

119, pág. 14.  Un tribunal incurre “[…] en abuso de discreción 

cuando el juez ignora sin fundamento algún hecho material; cuando 

el juez le concede demasiado peso a un hecho inmaterial y funda su 

decisión principalmente en ese hecho irrelevante, o cuando este, a 

pesar de examinar todos los hechos del caso, hace un análisis 

liviano y la determinación resulta irrazonable”. Íd, pág. 14-15.  Lo 

anterior le impone a este Tribunal la obligación de ejercer 

prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de instancia, de forma que no se interrumpa injustificadamente el 

curso corriente de los casos ante ese foro.  Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 
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III 

En el presente caso, resolvemos que no concurren las 

condiciones expuestas en la Regla 40, supra, para imponer nuestro 

criterio sobre el ejercido por el Tribunal de Primera Instancia.  Un 

examen de los argumentos esbozados por el peticionario revela que 

los mismos carecen de apoyo legal.  De la Resolución recurrida se 

desprende que el tribunal de origen tuvo ante sí suficiente evidencia 

para constatar la legalidad de las circunstancias en las que se 

produjo el arresto del peticionario.  Conforme surge, la declaración 

de los testigos durante la vista de supresión de evidencia estableció 

la efectiva existencia de motivos fundados para legitimar la 

actuación de los agentes involucrados en el caso, al arrestar al 

peticionario a tenor con lo dispuesto en la Regla 11 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 11.  Por tanto, no podemos sino 

coincidir con que no se actuó al margen de la ley.  Además, precisa 

destacar que, en el contexto que atendemos, el peticionario no 

imputó al tribunal primario haber incurrido en una apreciación 

errónea de la prueba.  De este modo y por no estar en condiciones 

para resolver en contrario, compete que estimemos como correcta la 

gestión adjudicativa ejercida. 

Por otra parte, sobre el segundo de los señalamientos de error, 

resolvemos que carecemos de autoridad para entender sobre sus 

méritos.  Es norma en materia de derecho apelativo que los 

tribunales intermedios no habrán de considerar asuntos que no 

fueron sometidos al juicio adjudicativo del foro primario, ello en 

atención al trato justo de todas las partes involucradas.  Misión Ind. 

PR v. JP, 146 DPR 64 (1998); Trabal Morales v. Ruiz Rodríguez, 125 

DPR 340 (1990).  Por tanto, no habiéndosele planteado, al tribunal 

primario, argumento alguno en cuanto a la presunta ilegalidad de 

las advertencias legales efectuadas al aquí peticionario, nada 

expresaremos al respecto.  
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En mérito de lo anterior, concluimos que el dictamen aquí 

recurrido esboza con suficiencia la prueba testifical que le permitió 

a la Adjudicadora resolver sobre la corroboración de la identificación 

del peticionario como el alegado autor de los delitos en controversia, 

ello para propósitos de su arresto.  Por tanto, dado a no haberse 

cuestionado la apreciación de la prueba y por no estar presentes las 

condiciones de la Regla 40, supra, resolvemos no expedir el auto 

solicitado.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se deniega la expedición 

del auto de certiorari solicitado.  Del mismo modo, se declara No Ha 

Lugar la Moción en Auxilio de Jurisdicción. 

 Notifíquese inmediatamente a todas las partes y al Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Humacao. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

 

                                                     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís     

                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


